Responsabilidad de Socios y Administradores de SRL - Magro capital social ($ 1.000) - Encubrimiento de fines extrasocietarios –– Descorrimiento de velo societario – Simulación y fraude a la ley – Extensión de responsabilidad solidaria.

Tribunal del Trabajo Nº 2 de Mar del Plata Sentencia del 21/12/06 “Sado, Oscar R. c/ Expreso Diagonal SRL y otros s/ Despido (expte. 44.976) 

En la ciudad de Mar del Plata, a los
veintiun días de Diciembre de dos mil seis, se reúne el Tribunal del Trabajo Nº 2, en Acuerdo Ordinario, a fin de pronunciar su Veredicto en los autos caratulados "SADO, OSCAR ROBERTO c/ EXPRESO DIAGONAL S.R.L. y otros S/ DESPIDO" Expte. Nº 44976. Se observa en la votación por los Señores Jueces el orden establecido en la audiencia de fs. 471. De inmediato se resolvió plantear y votar las siguientes:




CUESTIONES DE HECHO

PRIMERA: ¿ Ha sido probada la existencia de relación laboral entre las partes; y en su caso, fecha de ingreso, tareas cumplidas por el trabajador, las modalidades a las cuales estuvo sujeta la relación laboral y las remuneraciones devengadas y percibidas ?


A LA PRIMERA CUESTIÓN: El Sr. Juez Dr. Laguyás dijo:


01.- En torno a la existencia de vínculo laboral, la respuesta debe ser afirmativa. En efecto, dijo el actor al promover acción (fs. 4 y sigts. y 36/7) que ingresó a trabajar bajo relación de dependencia con los demandados el 04/09/94, en la categoría Chofer de Primera, en la actividad de transporte de cargas, pactándose la remuneración de convenio. Denunció haber realizado viajes entre esta ciudad y Buenos Aires, a razón de unos 5.000 kilómetros mensuales, concretando además el control de carga y descarga transportada. Aclaró expresamente que la demanda la dirige contra Expreso Diagonal SRL, como así también contra Celestina Zulema Navarro y Omar Armando Monti, por ser éstos no solo titulares de la explotación sino también Gerentes y Administradores de aquella.


02.- A su turno, los demandados en su responde (fs. 97 y sigts.) asumieron distintas posturas, a saber: a) Expreso Diagonal SRL admite la relación laboral a su respecto, la fecha de ingreso, la categoría profesional y el convenio aplicable (CCT 40/89), pero niega la extensión de la jornada laboral, la frecuencia de viajes (entre esta ciudad y la Capital Federal) y la realización de control de carga y descarga; b) Celestina Zulema Navarro a título personal niega vinculación de linaje laboral con el acccionante, aclarando que su participación ha sido, exclusivamente, en carácter de Socio Gerente de la mentada SRL, a la cual le atribuye el carácter de regular en todo su accionar y c) Omar Armando Monti como en el caso anterior también niega la existencia de contrato de trabajo para con el actor, agregando que tampoco integra la SRL, manifestando que su accionar ha sido solo en carácter de apoderado de ésta. Precisaron los accionados (fs. 100 in fine) que: "... Dicha sociedad fue constituida a los efectos de llevar a cabo la explotación comercial de transporte de mercadería en general ... que se desarrolla en la ciudad de Mar del Plata y alrededores con el nombre de fantasía de "Expreso Diagonal ...". 


03.- En la audiencia de vista de la causa (fs. 471) se rindió la siguiente prueba oral: 03.a) Mario Rubén Gordon [testigo ofrecido por la actora, dijo que trabajó para Navarro, Monti y Expreso Diagonal desde 1997 hasta 2004 o 2005] dijo haber ingresado en tareas de Peón, para luego ser Chofer de Reparto y finalmente en Larga Distancia; que su vinculación laboral siempre estuvo sin registrar ("en negro"), que la empleadora no llevaba planillas de kilometraje; aclarando que los numerosos vehículos de transporte con que operaba la empresa estaban mayoritariamente a nombre de Navarro y Monti, y algunas unidades -las menos- a nombre de la SRL. Refiriéndose concretamente al actor dijo que éste era compañero de trabajo en categoría de chofer de larga distancia, en unidades Mercedes Benz de las denominadas "semi", transitando especialmente la Ruta 2, entre nuestra ciudad y Buenos Aires, realizando unos tres o cuatro viajes semanales. 03.b) Elida María Figueroa [propuesta como testigo por la demandada, dijo ser actualmente encargada de la Sucursal Necochea de Expreso Diagonal desde el año 2000 "siempre en negro porque yo lo pedí" -sic-] dijo haber conocido al actor como chofer de larga distancia, sabiendo que éste viajaba entre Mar del Plata y Buenos Aires y que fue despedido en 2002. A preguntas concretas del Tribunal, dijo que quienes dirigían el trabajo, dando órdenes eran Navarro y Monti y que los vehículos sabe que estaban algunos a nombre de la SRL y otros de Navarro, mostrándose ostensiblemente elusiva al tiempo de responder lo propio respecto de Monti y 03.c) Marcelo Javier Sanchez [vecino del actor, que fue quien lo propuso como testigo] dijo que sabe que el actor se desempeñó como chofer de larga distancia para los demandados, puesto que aquel lo ha llevado a Buenos Aires cuando el testigo tuvo que realizar un largo tratamiento médico -de piel- en la ciudad de Buenos Aires, a partir de 1996/7. Dijo que acompañó en esas condiciones al actor quien partía de esta ciudad los domingos al mediodía y con frecuencia de día por medio en horas de la tarde, para volver el siguiente y repetir el viaje; siempre en vehículos con leyendas que decían "Expreso Diagonal".


04.- Refuerzan las citas del párrafo anterior (a título indiciario y complementario) los dichos de Hugo Aníbal Deblinger (fs. 24) y Walter Omar Santiago (fs. 25) quienes respondiendo al interrogatorio para la medida cautelar (fs. 23) dijeron haber sido dependientes de los demandados Navarro y Monti, en el denominado Expreso Diagonal entre 1994 y 1999, motivo por el cual sabían que el actor era chofer bajo relación de dependencia de los demandados, viajando a Buenos Aires de cinco a siete veces por mes y a cargo del control de carga y descarga transportada. Ambos agregaron haber visto vehículos de la demandada que habían cambiado sus leyendas "Expreso Diagonal" por "Continental", en tanto que otros camiones tenían cartel de venta en junio/03.


05.- En torno de las cuestiones sometidas al debate, se glosaron estos elementos, a saber: 05.a) Municipalidad de Gral. Pueyrredón (fs. 183/4 y 234/5) informa que desde el 07/05/97, a nombre de Expreso Diagonal SRL, se encuentra habilitado el establecimiento de Gaboto 6630 como "oficina receptora de encomiendas y garage comercial", aportando copia del respectivo expediente (fs. 185) del cual surge que la co-demandada Navarro es titular de diez cuotas sociales (fs. 12 del expte. administrativo); que el activo fijo de la SRL demandada suma $ 1.380.00 (fs. 31 vta. del expte. administrativo); que la superficie afectada a la actividad es de 321.35 m2 cubiertos (fs. 55 del expte. administrativo) con mas playa de maniobras en un predio de 459 m2 totales (fs. 37 del expte. administrativo); 05.b) Dirección de Personas Jurídicas: Informa que Expreso Diagonal SRL, con sede en Acha 165, 7º, depto 1 de Mar del Plata se encuentra inscripta en la Matrícula Registral 33180, con un capital social de $ 1.000.- dividido en 100 cuotas de $ 10.- cada una; de las cuales resultan ser titulares: (fs. 189 y 219) Lidia Negarol (noventa cuotas) y la co-demandada Navarro (de las diez restantes); 05.c) AFIP: Informa (fs. 204/218) que el actor registra denuncia como dependiente de Expreso Diagonal SRL en el período febrero/96 a octubre/01 y que los demandados figuran como contribuyentes: Expreso Diagonal SRL (con domicilio fiscal en Gaboto 6650 y social en Acha 165, 7º/1) a partir de febrero/92, Navarro (con domicilio fiscal en Tres Arroyos y Peña y real en Calaza 2560) a partir de noviembre/92 y Monti (con domicilios fiscal y real en 12 de Octubre 6365) a partir de julio/99 y que los pagos concretados a la seguridad social corresponde a los siguientes períodos: de 02/96 a 09/97, de 01/99 a 03/00 y 05/01; 05.d) ANSES: Informa (fs. 164) que el actor, en concepto de "Prestación por Desempleo" percibió ocho cuotas de $ 150.00 cada una, entre los meses de noviembre/02 y mayo/03; 05.e) Poder General: Ambas integrantes de la SRL (05.b) concedieron a favor de Omar Armando Monti un Poder General de Administración de dicha sociedad con amplísimas facultades y "sin limitación alguna" -sic- (fs. 64/8).  


06.- Ofrecida como prueba por la actora (fs. 12 vta.) tengo a la vista los autos: "Sado, Carlos Alberto c/ Expreso Diagonal SRL y otro s/ Indemnizaciones" (expte. 37.131) de trámite por ante este Tribunal en el cual se llegó a un acuerdo transaccional entre las partes (fs. 37/8) que suscribió el actor por una parte y por la otra Omar Armando Monti "... por su propio derecho y en su carácter de socio gerente de Expreso Diagonal SRL, y apoderado, y titular del giro comercial y/o establecimiento Expreso Diagonal, por la demandada con domicilio real en calle Gaboto Nº 6650 ...". El acuerdo consistió en la reincorporación del actor en las mismas condiciones en que se había desempeñado anteriormente, con reconocimiento expreso de la fecha de ingreso, salario y demás condiciones que fueron denunciadas en demanda, ello es que el allí actor manifestó que se había desempeñado en calidad de peón de reparto bajo la dependencia de la parte demandada (fs. 25 y vta.). 


07.- Para resolver la cuestión planteada, debo formular ahora algunas reflexiones y precisiones, tales como que la SRL demandada, por la escasa -o nula- entidad que denota el magro capital social ($ 1.000.-) informado por el órgano de aplicación, deja al desnudo que se trata de una sociedad inoperable en esas condiciones ya que la totalidad del capital social no alcanza siquiera a cubrir la remuneración mensual de dos (2) trabajadores, sin considerar el valor locativo de la casa central en Mar del Plata (emplazada en un predio de 459 m2 de los cuales mas de 320 m2 son cubiertos), el sostenimiento de una Sucursal en Necochea y de la flota de vehículos dedicados al transporte de larga distancia y reparto urbano. De lo antes dicho colijo que el condigno despliegue funcional empresario que se desprende de los datos e indicios acumulados como prueba en autos, hace imposible concebir que todo ello pudiera llevarse a cabo por una SRL con un capital social de tan solo mil pesos ($ 1.000), De allí, resulta fácil concluir que han sido empleadores, además de la SRL, tanto Navarro como Monti (en paridad de rango) vale decir que constituyen el conjunto de personas (físicas y jurídica) que requirieron los servicios del trabajador (art. 26 LCT); siendo los mentados quienes han ejercido las facultades de organización y dirección propias de su calidad de empleadores del actor (arts. 64/5 LCT). 


08.- En resumen, apreciando en conciencia la prueba rendida, con base en los elementos aludidos supra y la falta de exhibición de registros laborales del empleador (fs. 256, punto 2) y fs. 257 punto 10), el acuse de negligencia concretado por el actor (fs. 262/6), el juramento prestado por éste de conformidad con el art. 39 de la Ley 11653 (fs. 14), tengo por cierto que el accionante estuvo vinculado por contrato de trabajo con los demandados, que ingresó a trabajar en la fecha indicada en el primer párrafo de este tramo, cumpliendo las funciones allí citadas y devengando las remuneraciones denunciadas, teniéndose por probado que ha realizado viajes entre esta ciudad y Buenos Aires, a razón de cinco mil kilómetros mensuales, computando para el control de carga y descarga cuatro jornadas mensuales (según lo dicho en demanda). No se demostró el efectivo goce de vacaciones ni pago compensatorio a su respecto. Corresponde declarar a la vinculación habida como empleo parcialmente registrado, encuadrado en el CCT Nº  40/89 y como tal, tener como remuneración básica convencional devengada la de $ 426.56.


Con las modalidades y alcances señalados, así lo voto (arts. 26, 29, 44-d), 63 y ccds. Ley 11.653 y arts. 330, 354, 375 y ccds. C.Pr.).


A LA MISMA CUESTION: El Sr. Juez Dr. Noel adhiere por sus fundamentos al voto precedente, votando con idéntico alcance.-


A LA MISMA CUESTION: La Sra. Jueza Dra. Groisman dijo:


Disiento con el voto que antecede en cuanto considera que se probo en autos la existencia del contrato de trabajo con los codemandados  Sres. Celestina Zulema Navarro y Omar Armando Monti, en forma personal .

La actora en su demanda, afirma  que demanda a los Sres. Navarro y Monti por ser titulares  de la explotación ...(fs.4).

Ello no ha sido probado, por el contrario  la prueba producida demuestra la existencia de una sociedad comercial, sociedad de responsabilidad limitada, denominada "Expreso Diagonal SRL ", la cual esta debidamente constituida, tal como surge del informe de Personas Jurídicas fs. 189 y fs. 219 .

Dicha sociedad resultó ser  la única empleadora de autos, como quedo demostrado con la prueba testimonial reseñada, pues todos los testigos afirmaron que el actor laboro para "Expreso Diagonal".

Asimismo surge de la prueba informativa de Anses fs. 163-81, Municipalidad fs. 182-184,y 233-35 Afip fs.204-218  que la mencionada sociedad comercial es la que figura inscripta para el pago de aportes contribuciones impuestos etc.. es decir como empleadora -

Respecto de las constancias de  los autos caratulados "Sado  c/ Expreso Diagonal  Expte Nro. 37.131 que tengo a la vista, surge que en noviembre de 1998 las partes formulan un acuerdo, el cual no fue homologado por este Tribunal de Trabajo Nro. 2, por no acreditar el representante de la demandada  el carácter invocado .

Por ello considero que no probó la parte actora como era su carga procesal, que hubiere también laborado  a las ordenes de los codemandados Navarro y Monti en forma personal.-


Así lo voto (Arg. arts. 26, 29, 44 y concds. ley 11.653, arts. 330, 354, 375 y concds. C.P.C.C.).-

SEGUNDA: ¿ Ha sido acreditada la forma y fecha en que se extinguió el vínculo?


A LA SEGUNDA CUESTIÓN: El Sr. Juez Dr. Laguyás dijo:


1.- Según surge de la versión coincidente dada por las partes (fs. 6, 106 vta. y 439) tengo por debidamente probado, que la demandada mediante CD 443261826 del 16/10/02 hizo saber al actor: "Por razones de reestructuración empresaria queda Ud. despedido desde el día de la fecha. Liquidación final a su disposición en la sede de la empresa plazo 48 horas".


2.- Luego de ello, según TCL 461651385 de fecha 23/10/02 (fs. 196, 199 y 440) el actor, emplazó a la demandada para que registrara la relación laboral reflejando la realidad del tracto, para lo cual aportó los datos que se han reconocido en la cuestión anterior; intimando el pago de haberes, indemnizaciones y multas y reclamándole otorgara certificación de servicios, bajo apercibimiento de accionar judicialmente reclamando arts. 2 Ley 25323 y 80 LCT.


3.- Con posterioridad sobrevino el rechazo de la anterior por parte de los demandados y la insistencia del actor en la postura adoptada en el párrafo precedente.


4.- Así, tengo por acreditado que la ruptura contractual habida obedeció a la decisión unilateral de la demandada, quien así procedió, sin justa causa (arts. 242, 245 y ccds. LCT).


5.- Al responder la acción, la demandada dijo haber cancelado los rubros y sumas correspondientes al despido operado y para demostrarlo adjuntó el comprobante hoy agregado a fs. 461 (antes fs. 74) que dijo había firmado el accionante; motivo por el cual, consideraba pagos los créditos reclamados en autos (fs. 107), ofreciendo pericial caligráfica  en resguardo de sus derechos (fs. 108 vta.). En función del cuestionamiento del actor respecto de la legitimidad formal y material de dicha pieza (fs. 119 vta.) se la sometió a peritaje (fs. 127). 


5.1.- En tanto que el objeto de la pericia era determinar si realmente pertenecía al actor la firma que se le atribuía en el recibo de marras (fs. 268), la misma fue sometida a un estudio general y cotejo con otras indubitadas (estampadas en el acta de audiencia de cuerpo de escritura y en la carta poder obrante en autos, según pedido de la demandada a fs. 108 vta./109). Fruto de tal operatoria, la experta dijo (fs. 270): "... En lo que respecta a la documentación desconocida de fs. 74 cabe consignar que si bien se han observado ciertas semejanzas formales, no fueron verificados gestos gráficos del actor que permitan atribuirle su ejecución ..." (sic); agregando como conclusión (fs. 270 vta.): "... No es posible atribuir la ejecución de la firma de fs. 74 al actor de autos según cotejo con el material con que se contó al efecto ..." (sic).


5.2.- Tal trabajo pericial, fue cuestionado por la demandada (fs. 278/284 y 293/298) quien para fundar su discrepancia dijo haber convocado a un perito calígrafo que habría concurrido a la sede del Tribunal y luego de haber tenido a la vista los mismos elementos, habría expresado un parecer opuesto a lo dicho en el párrafo anterior. Es necesario consignar que en ningún momento la demandada acompañó dictamen profesional que sustentara su posición, ni reveló el nombre del mentado consultor que ha permanecido en las sombras; vale decir que todo lo dicho en ese sentido, incluyendo sus posteriores presentaciones (fs. 309/15, 319/21 y 347/9) constituyen meras discrepancias de opinión que no alcanzan a conmover el valor intrínseco de la Pericial Caligráfica llevada a cabo. 


5.3.- No solo que no encuentro siquiera un motivo para descartar el trabajo de la experta, sino que para reforzar su valor, sin apartarme un ápice de los vocablos empleados por ésta, entiendo oportuno despejar las supuestas incógnitas o inconsistencias invocadas por la demandada al sostener su posición de cuestionamiento al trabajo pericial. Veamos.


5.3.a.- La Perito Calígrafo designada en autos, al dar explicaciones (fs. 305) repitió lo que ya había dicho en su presentación original: "... no fueron verificados gestos gráficos del actor que permitan atribuirle su ejecución ...", aclarando luego el significado de gesto gráfico: "... es aquel elemento innato y personal que aparece en la escritura de todo individuo que la hace única e irrepetible. Agregando: "... Como bien se expresa mas arriba, estos elementos propios del Sr. Sado no fueron observados en la firma obrante en el recibo de fs. 74 ..." (sic).


5.3.b.- Llegado este punto considero necesario detenerme por un momento en la expresión "gestos gráficos", puesto que en ella finca la inteligencia de lo dicho por la experta. No estamos en presencia de la yuxtaposición de dos vocablos elegidos caprichosamente por la perito para esbozar un pensamiento, sino de una ajustada expresión técnica, científica y profesional que condensa un complejo y bien definido bagaje conceptual en la materia.


5.3.c.- A tal fin recurrimos a imparciales fuentes de conocimiento en la materia, las que nos llevan a corroborar que lo dicho por la experta, es de una gran contundencia a poco que lo cotejemos con un trabajo que firma el grafoanalista español Manuel J. Moreno del Instituto de Grafología Analítica (ver "La Identidad Gráfica" en perso.wanadoo.es/ grafoanalisis/identidad.html) quien asegura: "La escritura es el resultado concreto y permanente del movimiento gráfico personal" y mas adelante agrega: "... El gesto gráfico está bajo la influencia directa del cerebro. Su forma no es modificada por el órgano escritor, ...". Sollange Pellat nos recuerda que las características gráficas no dependen del organismo muscular. Es el cerebro, la formación psíquica superior, la encargada de producir la escritura. Sin embargo, la exteriorización de las órdenes que dimanan del cerebro, se materializa a través del mecanismo muscular. Cuando el escribiente pierde la mano o ésta se incapacita para escribir, y es la mano izquierda, los pies o la boca, los que han de suplirla, se conservan las mismas características gráficas. Max Pulver dice al respecto, "No hemos de creer que la escritura es un producto de la mano, sino de determinadas partes de la corteza cerebral, de donde salen los impulsos motores para mover la pluma. Es, pues, el cerebro el que escribe. El brazo, la mano y los dedos no constituyen los verdaderos factores de las peculiaridades esenciales e individuales de la escritura. Ya Erlenmeyer y, sobre todo Preyer, nos han dado la prueba. Escribiendo con el pie, con el talón o la boca llegamos al mismo resultado si no tenemos en cuenta la coordinación imperfecta al principio debida a la falta de ejercicio ...".


5.3.d.- Vale decir que cuando la Perito Calígrafo dice: "... no fueron verificados gestos gráficos del actor que permitan atribuirle su ejecución ..." (sic); equivale a expresar que ha determinado que la firma cuestionada -atribuida al actor- no es compatible con su corteza cerebral, con su formación psíquica superior; o, si se prefiere, es imposible convalidar lo que en los hechos periciales comprobados aparece como de imposible acaecimiento en el plano científico, según concretas reglas de la especialidad. 


6.- Así, sin lugar a dudas -categóricamente- el invocado recibo de fs. 461 (antes fs. 74) no puede ser tenido como tal -como instrumento de pago- atento la certeza pericial que estableció que no fue otorgado por el actor (arts. 1012 del Código Civil y 142 de la LCT).


7.- Roto el vínculo laboral la demandada no acreditó haber abonado los rubros y montos reclamados en la demanda, ni haber ingresado la totalidad de los fondos destinados al sistema de seguridad social (arts. 79, 80 y ccds. LCT); sin perjuicio de ponderar en Sentencia la procedencia de cada uno de ellos. Respecto del cumplimiento de entrega del certificado del art. 80 LCT, ésta condición no puede ser tenida por cumplida en tanto los glosados al contestar demanda (fs. 463/8), no reflejan la realidad del tracto habido entre las partes, según lo antes dicho.


Con las modalidades y alcances señalados, así lo voto (arts. 26, 29, 44-d), 63 y ccds. Ley 11.653 y arts. 330, 354, 375 y ccds. C.Pr.).


A LA MISMA CUESTION: El Sr. Juez Dr. Noel adhiere por sus fundamentos al voto precedente, votando con idéntico alcance.-


A LA MISMA CUESTION: La Sra. Jueza Dra. Groisman dijo:

Considero que se ha probado con los informes de Anses fs. 163-81 y Afip fs. 204-218 que la única empleadora  de autos en mi criterio "Expreso Diagonal SRL efectuó gran parte de los depósitos de los aportes retenidos al actor, con destino a la seguridad social .-

Tales retenciones de aportes al actor, surgen de los recibos de sueldos agregados a autos, por las partes, y de la pericia contable fs. 247 a 250 donde se informa por la perito el total de retenciones efectuadas al trabajador .Tal retención comprende  el periodo  mayo de 1996 a septiembre del 2002, con varios meses sin informar.-

De los informes de AFIP  surge que Expreso Diagonal SRL efectúo los aportes por el periodo febrero de 1996 a octubre del 2001 (fs. 218)

Ello acredita que " Expreso Diagonal SRL" efectuó retenciones al actor y no las depositó, ante el organismo recaudador pertinente  en los meses de noviembre y diciembre del 2001,enero y febrero del 2002 y mayo a septiembre del 2002 ( 9 meses) .-

Asimismo considero probado con la carta documento de fs.444, que el actor intimó con fecha 29 de octubre del 2002 la entrega del certificado de servicios, a su principal Expreso Diagonal SRL. Y con ello que dio cumplimiento a lo normado en el art.3 del decreto 146/01.

Respecto del certificado de servicios adjuntado por la demandada fs. 463/8 resulta ser incompleto al no consignar el mismo el periodo laborado por el actor en 1994 -1995.


Así lo voto (Arg. arts. 26, 29, 44 y concds. ley 11.653, arts. 330, 354, 375 y concds. C.P.C.C.).-

TERCERA: ¿Se acreditó que la actuación de los demandados haya encubierto fines extrasocietarios para frustrar derechos de terceros?; ¿Se probó mal desempeño de los representantes de las sociedades demandadas? y finalmente ¿se ha probado la existencia de fraude laboral?


A LA TERCERA CUESTIÓN: El Sr. Juez Dr. Laguyás dijo:


Sin lugar a dudas a los tres interrogantes los contesto por la afirmativa:


1.- En cuanto a la participación de las personas físicas demandadas, arguyó la actora que ellas debían ser condenadas solidariamente con base en los arts. 59, 157, 274 y ccds. de la Ley de Sociedades Comerciales Nº 19550 (LSC) y le asiste razón. 


2.- En tal sentido, además de quedar probada la participación de las personas físicas demandadas, en la integración de la SRL (Navarro) y como Administrador (Monti); ambos han sostenido el vínculo laboral. Estos como empleadores bajo la denominación de fantasía Expreso Diagonal y el actor como prestador de tareas al servicios de aquellos (art. 26 LCT):


3.- Además, considero que una SRL constituida con un capital inicial IN/significante, se alza contra la Doctrina Legal de la Corte (SCBA 31/08/05 "Avila, Carlos c/ Benjamín Gurfein S.A y otros s/ Despido" L. 81.550), cuando sostiene:  "... la génesis de las sociedades comerciales reconoce como sustento esencial la existencia y acumulación de capitales destinados a la producción o intercambio de bienes y servicios (art. 1 Ley 19.550) y, a través suyo, a la motorización de la economía nacional.  ..."; agregando: "... éste es uno de los pilares en que se asienta el otorgamiento de personalidad jurídica y la limitación de la responsabilidad de las personas físicas ...". No puedo permanecer inerte ante tan flagrante violación de la ley, puesto que NO estoy inerme, tengo a mi disposición la ley. ¿De que acumulación de capital estamos hablando cuando nos referimos a la suma de mil pesos ($ 1.000) para quien tiene CASA CENTRAL y SUCURSAL dedicada al transporte de mercaderías por automotor y se mantiene en el comercio por mas de ocho años, con varios camiones en servicio (???).. 


4.- Se nos presenta el caso paradigmático que la Corte Nacional tiene en mente cuando expone: "... Es improcedente la resolución que extendió solidariamente la condena a los directores y socios de la sociedad anónima empleadora por la falta de registración de una parte del salario convenido y pagado a un trabajador, si no fue acreditado que se trataba de una sociedad ficticia o fraudulenta, constituida en abuso del derecho y con el propósito de violar la ley y que, prevaleciéndose de la personalidad, afecta el orden público laboral o evade normas legales.(CSJN 03/04/03 "Palomeque, Aldo c/ Benemeth S.A." LL 2003-C 864); en autos se ha dejado ver la sociedad ficticia, constituida en abuso de derecho, con el propósito de violar la ley y que, prevaleciéndose de la personalidad, afecta el orden público laboral, evadiendo normas legales.


5.- En cuanto a Monti y Navarro se ha demostrado que ellos han sido responsables directos de la explotación (además de la vinculación con la SRL), ya que formalmente han dirigido al personal y se han comportado como empleadores Así,  los alcanza el art. 26 LCT, además del art. 54 LSC. 


6.- Las presentación UNICA para responder la demanda, deja traslucir que ha requerido de una previa articulación unívoca, una voluntad común que dispusiera que todos los sujetos pasivos de la relación procesal, tuvieran una defensa como la que han tenido (y no otra). Se pone de manifiesto que "alguien" tuvo poder suficiente por encima del órgano de conducción de la sociedad y de las personas físicas, para establecer una estrategia y llevarla adelante. Sobre estas circunstancias volveremos, destacando que todos los codemandados constituyen el mismo domicilio y muestran representación letrada unificada.Contribuyendo a ponerse en los supuestos de los arts. 5, 31 y ccds. de la LCT, por lo que les cabe responsabilidad solidaria. En este aspecto, Monti como apoderado general y por su actuación personal, deja poco margen de duda.


7.- Tal como lo anticipamos, llegado el tiempo de responder a las cuestiones planteadas, la respuesta no puede ser otra que la afirmativa de principio a fin.


7.1.- En efecto, ponderando que la sociedad ha sido constituida con capital ínfimo para la operatoria desarrollada y que habrían encarado alguna maniobra elusiva mediante cambio de inscripciones en los vehículos con los que prestan servicios, ninguna duda cabe que ha sido conformada para ser solo pantalla que alejara a sus componentes de las obligaciones propias del buen comerciante, evidenciando la premeditación en la conformación del ardid;  no otra cosa puede decirse cuando observamos que se constituyó con un capital social de tan solo mil pesos, lo cual parece nada razonable con vistas a la permanencia -viabilidad- del negocio de transporte de cargas por automotor. Que empresa puede operar (casa central y sucursal) con tan solo el capital que la conforma, agravándose ello, puesto que al no haber ingresado debidamente los fondos destinados a la Seguridad Social, las sumas resultantes se las ha transformado en utilidad o ganancia propia, contra el plexo normativo.


7.2.- A la mentada Navarro, como integrante de la nombrada SRL le cabe responsabilidad solidaria en tanto su participación ha resultado vital, puesto que sin ella no se hubiera podido llevar a cabo la operatoria hoy reprochada. Es responsable en forma ilimitada, personal y solidaria emergente de los arts. 54, 91 y ccds. LSC, en tanto ella no se ha comportado con la lealtad y diligencia propias del "buen hombre de negocios". Ha tenido un franco mal desempeño, en abierta violación de la legislación vigente y sin que  haya demostrado oposición en modo alguno a todas las irregularidades puestas de manifiesto en este decisorio (art. 274 -in fine- LSC). La voluntad de las sociedades la conforman la sumatoria y articulación de las decisiones de sus socios, quienes por acción u omisión le dan contenido. Respecto de cada una de las acciones a emprender -y muy especialmente con las del tiempo fundacional- previo a la adopción de un determinado criterio, sus componentes deben hacer una ponderación personal, comercial, financiera, legal y axiológica (entre otras) conformando este bagaje la llamada teoría de los actos propios por los cuales se generan compromisos no solo hacia el interior de la comunidad de intereses, sino también hacia afuera; y ello precisamente estamos analizando. Navarro como titular de diez cuotas ($ 100) no podía suponer -siquiera- que con tan exigua suma llevaría a cabo el emprendimiento Expreso Diagonal (transportando mercaderías entre Mar del Plata, Necochea y Buenos Aires). Es poco serio pensarlo entre adultos (y gente de "negocios") y máxime cuando, al igual que Monti, brindaban los servicios con vehículos propios -en su mayoría- y solo algunos de la SRL. Repito: con mil pesos en el curso de ocho años, ello se constituye en una ofensa al razonamiento mas elemental. 


7.3.- Una sociedad como la descripta, no puede hacer frente a ninguna obligación y sería todo un desafío a la imaginación plantearse la hipotética y eventual aplicación de la LCQ (24.522), que resultaría impracticable en cualquiera de sus institutos. Con tan magro capital social, las conclusiones huelgan; salvo que demos a este decisorio un carácter expansivo, extendiendo responsabilidades según lo pide la actora y amerita el proceso; ya que de otro modo estaríamos premiando a los partícipes de tan burda y grosera infracapitalización


7.4.- A esta altura del análisis, creo que es indudable la procedencia del descorrimiento del velo societario y la automática desestimación de la personalidad jurídica como lógico consecuente de la ilicitud contractual puesta de manifiesto en el acto fundacional, como en el decurso, demostrado en el incorrecto reconocimiento de la real vinculación y en el ocultamiento del verdadero nivel remuneratorio; estos elementos, por fraudulentos, son suficientes para la extensión de la responsabilidad de los socios y de los controladores o directores. Así, toda vez que se comprueben tales irregularidades, se da por sobreentendido (consecuencia inevitable) que el trabajador ve disminuida su capacidad de cobertura ante un infortunio (Ley 24.557 de Riesgos del Trabajo), se limita su eventual derecho indemnizatorio (Ley 20.744 de Contrato de Trabajo) y se mutila el haber previsional (Ley 24.241 de Jubilaciones y Pensiones); todo ello no son mas que perjuicios generados en el fraude laboral, contra la buena fe que se deben las partes mutuamente (arts. 14 y 63 LCT) contra el amparo del art. 14 bis Const. Nac. 


7.5.- Finalmente, también procede la solidaridad emergente del art. 14 LCT, en tanto los demandados han  procedido con simulación y en fraude a la ley laboral, mediante una fallida interposición de persona jurídica, que a la postre resultan ser solo patética sombra de fórmulas legales burdamente esbozadas.  


7.6.- Por ello, procede extender la responsabilidad solidaria en cabeza de los mentados Monti y Navarro, en paridad con lo resuelto antes respecto de la SRL; con remisión de copia de Veredicto y Sentencia a la Dirección Provincial de Personas Jurídicas, a los fines que pudieran caber. 

Con las modalidades y alcances señalados, así lo voto (arts. 26, 29, 44-d), 63 y ccds. Ley 11.653 y arts. 330, 354, 375 y ccds. C.Pr.).


A LA MISMA CUESTION: El Sr. Juez Dr. Noel adhiere por sus fundamentos al voto precedente, votando con idéntico alcance.-


A LA MISMA CUESTION: La Sra. Jueza Dra. Groisman dijo:


Disiento con el voto que antecede en cuanto considera que procede la condena solidaria contra los Sres. Navarro y Monti. En mi criterio no se ha probado que los mencionados, como socios de la  sociedad Expreso Diagonal SRL, hayan incurrido en inconductas que la ley de sociedades castigue con tal consecuencia.

No se probó que los mencionados integrantes de la sociedad de responsabilidad limitada  hubieren incumplido obligaciones o realizado actos incompatibles con el objeto social de la sociedad, o no hubieren tenido la diligencia exigible a un buen empresario utilizando en beneficio propio la estructura societaria, elemento este fundamental en el espíritu de la ley de sociedades para responsabilizar patrimonialmente a quienes dirigen a tales personas jurídicas. Mas allá de incumplimientos laborales  por parte de la sociedad, no se ha probado que los integrantes de ellas intentaren beneficiarse individualmente en desmedro de la sociedad con lo que no cabe

responsabilidad particular alguna en los reclamos de la actora contra la sociedad empleadora .

Cabe agregar que una acción contra los representantes de una sociedad fundada en el art. 59 de la ley 19.550 y sus complementarios arts. 274 modificado por la ley 22.903 y art.279 tiene un fundamento distinto pues no se basa en el contrato de trabajo sino en la responsabilidad delictual de la persona física del órgano societario (voto del Dr. Roncoroni causa L. 74.827 "Mellado Mirta c/Perfumería San Justo SA" ).

Tampoco se ha probado que la empleadora ,una sociedad de responsabilidad limitada, hubiere sido ficticia o creada  para incurrir en actos fraudulentos, o con abuso de derecho o para violar la ley.

Así ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación: "Es improcedente la resolución que extendió solidariamente la condena a los directores y socios de la sociedad anónima empleadora por la falta de registración de una parte del salario convenido y pagado a un trabajador, si no fue acreditado que s e trataba de una sociedad ficticia o fraudulenta, constituida en abuso del derecho y con el propósito de violar la ley y que, prevaleciéndose de la personalidad, afecta el orden público laboral o evade normas legales. CS, CAPITAL FEDERAL 3-4-2003  CARATULA: Palomeque, Aldo R. c/ Benemeth S.A. y otro E.D.203-52133.-


Así lo voto (Arg. arts. 26, 29, 44 y concds. ley 11.653, arts. 330, 354, 375 y concds. C.P.C.C.).-


Con lo que terminó el Acuerdo firmando los Señores Jueces por ante mí, Secretario Autorizante, doy fe.-

BELTRAN JORGE LAGUYAS
HUMBERTO OMAR NOEL 
MARTA CECILIA GROISMAN

En la ciudad de Mar del Plata, a los veintiun días de Diciembre de dos mil seis, se reúne el Tribunal del Trabajo Nº 2, en Acuerdo Ordinario, a fin de dictar Sentencia en los autos caratulados "SADO, OSCAR ROBERTO c/ EXPRESO DIAGONAL S.R.L. y otros S/ DESPIDO" Expte. Nº 44976.- observa en la votación por los Señores Jueces el orden establecido precedentemente.




A N T E C E D E N T E S 

A fs. 4/19 se presenta Oscar Roberto Sado  por  derecho propio y con patrocino letrado, e inicia formal demanda contra Expreso Diagonal S.R.L. y los Sres. Celestina Zulema Navarro y Omar Armando Monti   en concepto de los rubros detallados en la liquidación obrante a fs. 12 pto. IV. Relata los hechos, funda en derecho, ofrece prueba y solicita se haga lugar a la demanda incoada.-


La acción es contestada a fs. 97/114  por  Expreso Diagonal S.R.L., Celestina Zulema Navarro y Omar Armando Monti por intermedio de letrado apoderado, quien luego de la negativa genérica y específica solicita se rechace la acción en todas sus partes.-


El traslado conferido, es evacuado a fs.  116/125 por la parte actora. A fs. 126/127  se proveen las pruebas ofrecidas por las partes. A fs.  324  se designa audiencia para la vista de la causa, la que es realizada a fs. 471. Pronunciado el veredicto, las presentes actuaciones se encuentran en estado de ser resueltas.-




C U E S T I O N E S 

PRIMERA: ¿ Corresponde hacer lugar a la demanda bajo análisis ?

SEGUNDA: ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar ?




   V O T A C I O N 


A LA PRIMERA CUESTIÓN: El Sr. Juez Dr. Laguyás dijo:


Adelanto que mi opinión es favorable al andamiento parcial del reclamo promovido por la parte actora. Con fundamento en los hechos que tuve por probados en el Veredicto, concluyo que las partes estuvieron unidas por un contrato de trabajo por tiempo indeterminado (art. 90 LCT) que tuvo una duración de ocho años, un mes y doce días (desde el 04/09/94 hasta el 16/10/2002) concluyendo por decisión de la empleadora quien despidió a su dependiente sin justa causa (arts. 242, 245 y ccds. LCT).



Para fundar este voto me ha resultado de particular interés una obra muy ajustada a la temática de este causa; me estoy refiriendo a "Responsabilidad por infracapitalización societaria" (Derecho de los Negocios dirigido por Ernesto Martorell, Tomo 2, Hammurabi, 2004), en donde Lucas Ramirez Bosco dice (fs. 77): "... la infracapitalización es la manipulación del patrimonio social con el objeto de trasladar indebidamente el riesgo a los acreedores. Su consecuencia jurídica debe ser la recalificación de las circunstancias de modo de establecer el riesgo en el nivel adecuado ...". Poco mas adelante agrega (fs. 79): "... Hemos visto que el problema de la infracapitalización es la traslación indebida del riesgo a quien no le corresponde soportarlo.  Ese es el daño; de modo que, teniendo en cuenta eso, se deben establecer consecuencias. Por un lado, no puede olvidarse la función preventiva establecida a través del instituto del capital social y el control que realiza la autoridad de aplicación. Por el otro, está la atribución de responsabilidad a quien constituya o mantenga sociedades con esas características.  Esto tendría tanto una función disuasiva como de reparación [...] Baste en este punto con decir que el resarcimiento debe establecerse en función del daño que, en este caso, es la traslación del riesgo y no la falta de cobro ..."



En el mismo sentido, bien dice Mario Elffman en "Solidaridad obligacional pasiva de personas físicas por deudas laborales de personas jurídicas" (El Dial Express - 23/09/05 - Nº 1876): "... quienes concurren a la formación de una sociedad de objeto industrial o comercial evidentemente infracapitalizada tienen que haberse representado (y hasta asumido como una ventaja) la insolvencia y la inexistencia de patrimonio que resulte prenda común de sus acreedores: y así tenemos tantas personas jurídicas cuyo patrimonio aparente no alcanza para satisfacer el alquiler de un mes del local en que se instalan, o la décima parte de un valor promedio de las indemnizaciones por un solo despido: en esas condiciones, aún cuando no pudiéramos hablar del dolo/intención del art. 1072 del Código Civil para operar fraudulentamente, es casi indudable la existencia de dolo eventual o con representación en cabeza de los otorgantes del contrato, resulten o no ser los gerentes, representantes y administradores del órgano creado ..."


Por todo lo antedicho en esta etapa y en la precedente, resultan responsables por las consecuencias de autos tanto "Expreso Diagonal SRL", como a título personal, solidario e ilimitado también "Celestina Zulema Navarro" y "Omar Armando Monti"


Tal como quedó acreditado en la segunda cuestión de la etapa anterior: "... sin lugar a dudas -categóricamente- el invocado recibo de fs. 461 (antes fs. 74) no puede ser tenido como tal -como instrumento de pago- atento la certeza pericial que estableció que no fue otorgado por el actor (art. 1012 del Código Civil y 142 de la LCT) ...".


Tomando en consideración el C.C.T. 40/89 aplicable al caso, que la remuneración básica convencional admitida en el Veredicto es de $ 426.56; que el actor ha concretado mensualmente 5.000 km. y 4 jornadas de control de carga y descarga, acumulando mas de ocho años de antigüedad, procede reconocerle como adicionales de convenio, los siguientes: $ 159.95 en concepto de horas extras (item 4.2.3); $ 159.95 como viático (item 4.2.4); $ 17.77 en pago del control de carga y descarga (item 4.2.6) y $ 32.74 como retributivo de su antigüedad (item 6.1.5) sumando un total mensual ponderable de $ 851.28 


En consecuencia para aquellos rubros que se admiten, tengo presente la mejor remuneración mensual devengada por el actor, sumándole a ella la incidencia del Sueldo Anual Complementario (SCBA 27/10/87 "Ojeda, Aparicio c/ Swift Armour Argentina S.A" L 38.483 y 01/04/04 "Rinaldi, Rodolfo c/ Siderca SA" L78.983; entre otros), conformando así la "Base de Cálculo", ello es $ 851.28 + $ 70.94 = $ 922.22. Tal como quedó dicho deben prosperar los siguientes rubros que indico, según estos criterios: Rubros del CCT 40/89 = $ 9.895.02 Correspondiente al período reclamado en demanda (fs. 9 vta.): a) Extras por kilómetro recorrido (item 4.2.3) = $ 3.838.80, a razón de $ 159.95 x 24 meses; b) Viático (item 4.2.4) = $ 3.838.80, a razón de $ 159.95 x 24 meses; c) Control de carga y descarga (item 4.2.6) = $ 1.705.92, a razón de $ 71.08 x 24 meses y d) Antigüedad (item 6.1.5) = $ 511.50, declarando haber percibido el rubro en parte (fs. 10) reclama el 2.5% mensual en el período 09/00 a 09/02; S.A.C. = $ 1.199.15 (dozavaparte de lo devengado desde 09/00 a 09/02, descontando lo percibido según fs. 10 - art. 121 LCT); Asignación no remunerativa = $ 300.00 Desde el 01/07/2002 al 30/09/02 según Dec. 1273/02 ($ 100 mensuales); Indemnización por vacaciones no gozadas = $ 368.88 Es procedente la indemnización (arts. 150, 155 y 156 LCT) equivalente al período de descanso proporcional anual ("Base de Cálculo" dividido 25 x 10); Integración del mes del despido = $ 922.22 Dado que la comunicación de despido, como quedó dicho, se concretó el 16/10/02, tengo al primer tramo del mes (hasta la notificación del distracto) como salarios devengados e impagos y desde tal fecha hasta el fin de dicho mes como integrativo en los términos del art. 233 -segunda parte- LCT ("De la Fuente c/ Firestone" SCBA 24/06/1980 DJBA 119-555); Indemnización sustitutiva de Preaviso = $ 1.844.44 Por la antigüedad reconocida (arts. 231 inc. b) y 232 LCT), procede el acogimiento del rubro en su máxima expresión, ello es ("Base de Cálculo" x 2); Indemnización por Despido = $ 7.377.76 Según el tiempo de servicios (art. 18 LCT), para el cálculo de este rubro (arts. 245 LCT) procede computar 8 años ("Base de Cálculo" x 8); Indemnización por omisión de entrega de certificado de trabajo  = $ 2.766.67 En tanto el trabajador intimó a su empleador para la obtención del certificado del art. 80 LCT (con las modificaciones del art. 45 de la Ley 25345) y no se acreditó en autos que se hubiera satisfecho tal débito, la indemnización es procedente ("Base de Cálculo" x 3); sin perjuicio del requerimiento judicial que este mismo decisorio contiene. En cuanto al cumplimiento del plazo de 30 días que el art 3º del Dec. 146/01 prevé, constituyendo este requisito una alteración de la norma reglamentada (art. 99 inc. 2 Const. Nac.) con avance y modificación "in pejus" para los derechos del trabajador (arts. 14 bis y 28 de la Const. Nac.), resulta ella inaplicable al caso de autos, máxime que frente al incumplimiento del empleador ante el emplazamiento del trabajador (cuando éste lo realizó antes de transcurrir 30 días del distracto), tornaría en un excesivo rigor formal exculpar al incumpliente, siendo que éste, en momento alguno (antes durante o después del término aludido) demostró acatamiento a la norma legal de fondo (art. 80 LCT). Finalmente, no podemos soslayar que la demanda judicial en sí misma constituye un concreto requerimiento (fehaciente) de expedición de la constancia en tratamiento, sin que la parte demandada, para eximirse de las sanciones del caso se hubiera allanado al cumplimiento (mediante la adjunción de la certificación al escrito de responde) o haber esgrimido algún impedimento o defensa que lo relevara de su acatamiento, ya que las acompañadas a fs. 463/8 no responden a los hechos reconocidos en sentencia.Duplicación indemnizatoria por empleo no registrado al tiempo del distracto = $ 7.377.76 Debe prosperar el incremento dispuesto por el art. 1º Ley 25323, ya que tal como quedó probado en el Veredicto, la vinculación laboral habida era de las parcialmente registradas; así procede el rubro por el equivalente a la indemnización por despido (art. 245 LCT); Agravamiento indemnizatorio por falta de pago = $ 10.144.42 Debe hacerse lugar a la indemnización del art. 2 de la Ley 25.323, ya que no se han satisfecho los créditos provenientes de la ruptura del vínculo habido, obligando a la parte actora a accionar judicialmente; ello es, que prospera por el cincuenta por ciento de la sumatoria de los rubros "integrativo", "Preaviso" y "Despido"; Agravamiento indemnizatorio de la Ley 25561 = $ 10.144.42 (el art. 1º declaró la emergencia pública en materia económico/social y en el art. 16 la duplicación indemnizatoria por 180 días a contar del 06/01/02 según Dec. 50/02-, Dec. 883/02 -sostiene 100% por 180 días hábiles administrativos desde el vencimiento originario-) En cuanto al agravamiento indemnizatorio que prevé tal normativa, debe rechazarse toda objeción constitucional, ya que tiene dicho nuestro máximo tribunal que es facultad del Congreso Nacional fijar la "tarifa" resarcitoria por despidos sin justa causa ("Lantarón c/ Banco Español" SCBA 10/05/88 DT/88-B-2166). En nuestro caso fue el Poder Legislativo quien en uso de atribuciones propias (art. 75 inc. 12 Const. Nac.) dispuso duplicar la tarifa indemnizatoria con carácter general, ponderando la emergencia declarada en el art. 1º de dicho cuerpo legal y, simultáneamente, concedió al Poder Ejecutivo las facultades otorgadas en la propia ley ("... delegando al P.E.N. las facultades comprendidas en la presente ley [...] con arreglo a las bases que se especifican seguidamente: [...] mejorar el nivel de empleo... ", entre otras), lo que acató éste al dictar los correspondientes decretos de prórroga; máxime que todo ello ha sido avalado con la sanción de la Ley 25972 (DT/04-B-1703). Quiere ello decir que el Poder Ejecutivo, actuó en el marco de la delegación legislativa (art. 76 Const. Nac.); mas allá de la reprochable denominación de "necesidad y urgencia" a que aluden los decretos de marras. Igualmente, a mayor abundamiento, destaco que al Jefe de Gabinete de Ministros le ha resultado de imposible cumplimiento seguir el mandato del art. 99, inciso 3º -cuarto párrafo- de la Const. Nac., puesto que como es público y notorio, hasta esa fecha el Congreso era moroso en la constitución de la Comisión Bicameral Permanente. Así habiéndose producido la desvinculación en vigencia de la veda de despidos, procede el agravamiento indemnizatorio previsto por la normativa citada, ya que hace a la justa retribución y a la protección contra el despido arbitrario (art. 14 bis Const. Nac.) equivalente a la duplicación de los rubros "Integrativo", "Preaviso" y "Despido"; Reparación por la privación de acceso al seguro de desempleo  = $ 1.920.00 Entiendo que debe prosperar parcialmente el reclamo sin necesidad de recurrir al derecho común (arts. 1109 y ccds. C.C.). Para ello, dentro de la LCT y del juego armónico de sus normas, surge diáfano el sustento de la pretensión: "La obligación de ingresar los fondos de seguridad social por parte del empleador …, ya sea como obligado directo o como agente de retención, configurará asimismo una obligación contractual" (art. 80 LCT); principio que se integra con el deber de diligencia (art. 79 LCT): "El empleador deberá cumplir con las obligaciones que resulten de esta ley, … y de los sistemas de seguridad social, de modo de posibilitar al trabajador el goce íntegro y oportuno de los beneficios que tales disposiciones le acuerdan. No podrá invocar en ningún caso el incumplimiento de parte del trabajador y del que se derive la pérdida total o parcial de aquellos beneficios, si la observancia de las obligaciones dependiese de la iniciativa del empleador y no probase el haber cumplido oportunamente de su parte las que estuviesen a su cargo como agente de retención, contribuyente u otra condición similar". Entonces, si para acceder a los beneficios sociales para trabajadores desempleados (art. 113 Ley Nacional de Empleo 24013 LNE- y Dec. 739/92) la actora debía cumplir requisitos insoslayables (inscripción en el Sistema Único de Registro Laboral y registro de cotización mínima al Fondo Nacional de Empleo, entre otros); demostrado el incorrecto registro del dependiente, con la consecuente insuficiencia de aportes y contribuciones; va de suyo que en tales condiciones, como trabajador despedido, no podía acceder a las prestaciones por desempleo en forma plena (art. 117 LNE), razón por la cual debe prosperar el rubro ("Colunga c/ Brandoni" SCBA 13/06/01 L. 73.920), siguiendo este procedimiento: Primero tomo en consideración el cincuenta por ciento (50%) de la mejor remuneración mensual, normal y habitual devengada por el trabajador en los últimos seis meses (art. 118 LNE y art. 1º Res. 02/94 del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo) haberes de $ 851.28 / 2 = $ 425.64 (su resultado no puede ser superior a $ 300 ni inferior a $ 150) y luego, de acuerdo a la antigüedad acumulada en cotejo con la tabla contenida en la LNE (art. 117) obtengo la duración de las prestaciones.  En el caso tratado, siendo la antigüedad de 97 meses, procedía el pago de 12 cuotas mensuales, de acuerdo al siguiente detalle: los primeros cuatro meses al 100%; la cuotas cinco a ocho por el 85% y la restantes mensualidades al 75%. Por ello, el rubro prospera por estos montos mensuales: Meses 01/04 = $ 1.200; meses 05/08 = $ 1.020 y meses 09/12 = $ 900; a todo lo cual descuento lo oportunamente percibido (fs. 164). 


En cambio, deben rechazarse los siguientes rubros, a saber: Horas Extraordinarias: Cuando lo que se discute es el trabajo extraordinario (extensión de las jornadas laboradas), el juramento del art. 39 de la ley ritual, por sí solo, es insuficiente para probar la realización de horas extras, quedando el rubro sometido a las normas procesales que imponen la carga de la prueba (art. 375 C.Pr. y art. 65 Ley 11653).a quien afirma un hecho litigioso (SCBA 18/09/1990 "Cavellini, Bonifacio c/ La Independencia SA" DJBA-141-4630 y 27/12/1996 "Marconi, Mónica c/ Fundación Dr. José María Mainetti" L 59630); por ello, ante la carencia probatoria en tal sentido, debe rechazarse la petición en tratamiento; Viático especial: En tanto no se han demostrado en autos el cumplimiento de los requisitos impuestos por el item 4.1.13 del CCT 40/89, el rubro resulta improcedente. (arts. 499 Cod. Civil, 375 C.P.C.C.).-


Certificación de Servicios: 
Intimar a la demandada para que dentro del plazo de diez días expida la Certificación de Servicios peticionada a fs. 14 vta pto. VIII, bajo apercibimiento de imponérsele una multa de CIEN PESOS ($ 100), sin perjuicio de que dicha suma sea reajustada oportunamente de acuerdo a las circunstancias del incumplimiento (arts. 80 R.C.T. y 666 bis Cod. Civil).-


TASA DE INTERES: Tal como lo sostengo desde el 05/09/03 ("Agüero E. c/ La Gran Ciudad S.A." DT/04-A-830) a los créditos laborales se les debe adicionar intereses (art. 622 -primer párrafo- del Código Civil) desde que cada suma es debida (art. 137 LCT) hasta el 31/12/01 a tasa pasiva del Banco de la Provincia de Bs. As. ("Zgonc c/ Asociación Atlética Villa Gesell" S.C.B.A. 21/05/91 Ac. 43858) y desde el 01/01/02 hasta la cancelación de los créditos reconocidos en sentencia los intereses deben calcularse a tasa activa promedio del banco de marras.

En efecto, el sometimiento a la Doctrina Legal de la S.C.B.A., entiendo que llega hasta la sanción de la Ley 25561, normativa que cambió de raíz las condiciones que habían inspirado al Superior Tribunal Provincial a fijar tal rumbo. No es un pensamiento simplista que nos lleve a la aplicación de la tasa activa (porque sea mayor que la pasiva); no, las razones están en la naturaleza jurídica de los créditos involucrados, en las circunstancias que rodean tanto al  deudor como al acreedor laboral y todo ello sujeto a una conveniente ponderación axiológica. En definitiva procuramos seguir el curso natural de las cosas, a la luz del derecho argentino vigente. Como señeramente lo sostiene desde hace muchos años el maestro Capón Filas: "El Mundo Jurídico no es un sistema encerrado en sí mismo, como pretende el formalismo. Es una estructura dialécticamente abierta al sistema social y al sistema axiológico" ("La depreciación monetaria ..." Edit. Plus Ultra/1974, pag. 7)

Desde que en 1994 la C.S.J.N. se pronunció en: "Banco Sudameris c/ Belcam" (D.T./94-B p. 1973), está claro que: "... La determinación de la tasa de interés ... queda ubicada en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa que interpretan dichos ordenamientos sin lesionar garantías constitucionales, ...". Así, resulta irrelevante que la parte actora haya o no pedido expresamente la tasa activa. Esto no es mas que otorgar vigencia plena a la interpretación mas elemental y literal que pueda hacerse tanto del art. 622 -primer párrafo- del Cód. Civ., como de la doctrina creada en derredor de la norma.

El carácter consuetudinario que se le asigna desde hace mas de una década a la aplicación de intereses a tasa pasiva en el fuero laboral bonaerense, no debe ser inamovible, ya que a la emergencia pública y el abandono de la convertibilidad del peso (arts. 1 y 2 Ley 25.561), no podemos ignorarlos o tenerlos como hechos menores de nuestro tiempo. Aún en este supuesto, hay sólidos motivos para cambiar de parecer.

El fundamento mas elemental del planteo es que, mientras la "Tasa pasiva" es la que paga una entidad financiera al "ahorrista", la "Tasa activa" es para quien recurre al crédito: el  llamado "tomador". Ante tan esquemática sinopsis, por el carácter alimentario de los rubros involucrados (remuneraciones e indemnizaciones de origen laboral), no puede seriamente al  trabajador postergado en el cobro, ubicarlo en el lugar y bajo la figura de un "ahorrista". La privación en la disponibilidad y goce de su indemnización y/o salario es contra su voluntad, no medió acto deliberado del trabajador (supuesto inversor); posición ésta que no puede sostenerse ni aún a costa de mucha imaginación y esfuerzo dialéctico. "Ahorrista" es quien libremente dispone usar parte de su efectivo (dinero) colocándolo a interés en pos de una ganancia y ello supone que sus necesidades básicas estén obviamente satisfechas. En realidad, en casos como el de autos, el trabajador no ha tenido el dinero en sus manos, sólo es titular de un crédito que no puede efectivizar, pese a su voluntad de cobro, fruto del diferente poder negocial de las partes. Entonces, la figura que analizamos, no es la del inversor. En la mayor parte de los supuestos quien se ve obligado a pleitear tiene sus necesidades personales y familiares insatisfechas y la falta de disponibilidad de tales sumas le suele acarrear la privación de servicios tan elementales como la energía eléctrica o el gas para consumo domiciliario. Con estos datos, corroborados por nuestra percepción cotidiana de la realidad, podemos asegurar que quien debe recurrir a un pleito para percibir un crédito de origen laboral no es un inversionista. Convengamos que el trabajador/acreedor no era un ahorrista, no tenía una suma de dinero ociosa, no tuvo ocasión  para decidir, no puso el dinero a interés, no tenía afán de lucro (ni especulaba con hipotéticas utilidades); simplemente: no le pagaron, eso es todo. Al trabajador/acreedor, la decisión, unilateral y ajena a su voluntad (falta de pago del deudor), le da "... derecho para emplear los medios legales, a fin de que el deudor le procure aquello a que se ha obligado ..." (art. 505 inc. 1º Cod. Civ.) 

A su vez, el deudor, con su negativa al pago, se colocó en la posición de "tomador compulsivo de crédito". Merced a su actitud omisiva priva al trabajador de la libre disposición de su "crédito alimentario"; por eso, debe soportar la tasa activa. Lo contrario, sería "premiar al moroso" con la "tasa mas baja" que tiene a su disposición. Y lo que es peor:  se estaría emitiendo una clara señal a la sociedad, impulsando a los empleadores para que adopten una actitud altamente corrosiva; como es dejar de pagar a sus trabajadores y dar a "ese"  dinero cualquier otro destino (desconociendo el carácter alimentario de los rubros).

Recurrir a una entidad bancaria para que "financie" el pago de remuneraciones e indemnizaciones supone la previa exigencia de presentación de avales y  garantías, llenar formularios, demostrar un puntilloso cumplimiento fiscal y a veces garantizar la obligación mediante la constitución de hipoteca ó prenda; para devolver el préstamo con una tasa de interés siempre superior a la activa de los bancos oficiales. En cambio, omitiendo el pago de los créditos laborales se eluden las exigencias administrativas, contables e fiscales y se "AUTO-acuerda" financiamiento a la tasa de interés mas baja que existe. Si para pagar al trabajador/acreedor el obligado recurría a un banco ó financiera, el empleador/deudor tenía que aceptar obligadamente la "tasa activa" (sin discusión alguna): Entonces preguntémonos: ¿Que razones jurídicas hay para relegar al trabajador/acreedor a cobrar menos que la "Tasa Activa"? El mismo trabajador para atender necesidades primarias; se ve obligado a financiar la morosidad del deudor acatando sin alternativas la "tasa activa" (ó lo que su acreedor le imponga), ya que mientras la morosidad salarial devenga tasa pasiva, las facturas impagas de energía eléctrica ó de gas natural devengan una vez y media la tasa activa.

La mora se produce en forma automática (art. 137 LCT) y la posición del deudor se agrava cuando no solo no ha intentado demostrar "IN-imputabilidad" (art. 509 Cod. Civ.), sino cuando, además, ha  obligado al acreedor a recurrir a la Justicia. Tiene "culpa" por la mora (art. 511 y 512 Cod. Civ.), puesto que solo la sentencia lo ha de declarar vencido. 

Al fijar tasa pasiva, transferimos riqueza/patrimonio del dependiente/acreedor a favor del empleador/deudor; y ello se llama enriquecimiento sin causa, en contra del derecho vigente (art. 499 Cod. Civ.). En esos términos es concederle al deudor moroso, el equivalente a la utilidad bancaria, el llamado "spread" (diferencia entre tasas activa y pasiva). Si el empleador/deudor se incautó del crédito del trabajador (por la fuerza de los hechos); es justo que se le ordene restituir (por la fuerza del derecho) condenándolo al pago de intereses a "Tasa Activa". 

Además, hay datos objetivos de la realidad que nos circunda, que refuerzan lo dicho y no puedo soslayar. Concretamente en el curso de los tres últimos año calendario el costo de vida (INDEC) se incrementó en proyección geométrica  ya que los Precios al Consumidor en 2003 aumentaron un 3.65 % (índices 137.57 / 97.60); en 2004 subieron un 6.10 % (índices 142.60 / 137.57) y en 2005 treparon un 12.32 % (índices 169.95 / 151.30). Mientras tanto, describiendo una parábola inversa, la Tasa Pasiva bajó abruptamente de 12.24 % en 2003 a tan solo 2.77 % en 2004, sosteniéndose en el ínfimo 2.50 % anual en 2005. Así el trabajador/acreedor -al final del pleito- recibe solo parte de su crédito. No solo se lo priva de intereses por "su dinero", sino que COBRA MENOS CAPITAL. Aritméticamente "APARENTA" COBRAR INTERESES, pero -en realidad- ACCEDE A MENOS BIENES que al generarse su crédito; concretamente: SE HA EMPOBRECIDO. Todo ello induce a los empleadores/deudores a "llevar a largas" (postergar cuanto mas sea posible) los pleitos, para licuar sus deudas, ya que para pagar la condena judicial hará falta solo UNA PORCIÓN DEL CAPITAL. Conforme lo expuesto, por tratarse de créditos alimentarios, entiendo razonable aplicar la Tasa Activa. En su defecto, se estaría vulnerando el derecho a la propiedad del trabajador/acreedor (art. 17 Const. Nac.), al privarlo de su integral justa remuneración y/o DES/protegiéndolo contra el despido arbitrario (art. 14 bis Const. Nac.). 


Esta, mi opinión personal al respecto, con base en sólida fundamentación ética (desarrollada con amplitud en DT/03-A-325) impregnó el decisorio aludido en el primer párrafo de este tramo y a la fecha no encuentro razones para hacer variar mi pensamiento; la postura es previa al ejercicio de la magistratura, excede su marco funcional y va mas allá de toda consideración temporal; es parte del bagaje cultural e ideológico que forma mi esencia personal (íntimas convicciones) y se enraiza en mi conciencia desde tiempo inmemorial. Por ello, frente a la publicación de sentencia de la S.C.B.A. en "Saucedo, José c/ Herrera, Luis" (LLBA, mayo/05) el solo plantear el eventual abandono de mis convicciones, colisiona con la condigna objeción de conciencia (Declaración Universal de Derechos Humanos -art. 18-, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -art. 18- y Convención Americana sobre Derechos Humanos - art. 12-).

Así, como he jurado "... desempeñar lealmente el cargo de Juez del Tribunal del Trabajo Nº 2, observando la Constitución y leyes de la Nación como de la Provincia ..." y no hay motivo que me aparte de esta grata regla de hierro; sostengo mi voto para la aplicación de tasa activa del modo antes indicado. Otro dato que tomo de la realidad que me circunda es la coincidencia de criterio con la Cámara Federal de Apelaciones del Mar del Plata, que desde el 14/04/05, mediante voto mayoritario de los Dres. Ferro y Arrola, ha decidido aplicar la tasa activa para reclamos laborales ("Vidal, Walter c/ Pesquera San Salvador SRL s/ Laboral" - expte. 8144).

Ahora es tiempo de detenernos por un instante y preguntarnos: ¿hasta donde el decisorio del Superior constituye "Doctrina Legal" en el tema tratado?. Si bien es cierto que desde antiguo el contenido de la "Doctrina Legal" para la Corte Provincial es el que emerge de sus propios fallos (vgr. DJBA Tº 117 p. 413 y otros citados por Condorelli en su CPC Comentado, Tº I, p. 696, Zavalía, 1988); no menos cierto es que, a través del tiempo (y en los mas recientes con mayor apego), nuestro superior tribunal provincial ha procedido a acatar los criterios de la corte nacional, dando así pie para pensar fundadamente que el concepto de Doctrina Legal lo conforman la armónica sumatoria de criterios de ambas (SCBA + CSJN). A simple título ejemplificativo menciono que la Corte Provincial cambió su criterio, para adecuarse a lo resuelto por su homóloga nacional, en "Delvitto" L-79451 del 10/03/04 (punto 3 del voto del Dr. de Lázzari, con las adhesiones de los Dres. Hitters, Soria, Genoud y Pettigiani, exponiendo: "... Si bien, repito, no comparto los argumentos expuestos por la casación nacional en los precedentes citados, razones de economía y celeridad procesal me inclinan a acatar la doctrina del mas Alto Tribunal [...] La propia Corte Suprema difunde que si bien sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y su fallo no resulta obligatorio para casos análogos, LOS JUECES INFERIORES TIENEN EL DEBER DE CONFORMAR SUS DECISIONES A AQUELLAS. Por ello califica de arbitrarias y carentes de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de sus precedentes sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por aquella, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia ("Fallos": 307-1096, entre muchos otros)... ". En el mismo sentido, y ampliando conceptualmente lo dicho, ha señalado también la S.C.B.A. (Ac 85566 del 25/07/02 y Ac. 91478 del 05/05/04): "... LA DOCTRINA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN TIENE EFECTOS, tanto en los temas federales como en aquellos que no lo son, DE VINCULACIÓN HACIA LOS TRIBUNALES INFERIORES. En el primer caso por tratarse del intérprete último y mas genuino de nuestra Carta fundamental; en el segundo, VINCULA MORALMENTE SOBRE LA BASE DE LOS PRINCIPIOS DE CELERIDAD Y ECONOMÍA PROCESAL ... ".

Siguiendo tal curso de pensamiento, considero atinado traer a colación que la Corte Nacional aplica tasa activa como elemento adecuadamente compensador frente a la morosidad del deudor ("... tasa que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones ordinarias de descuento ..." CSJN 07/10/03 "Blanco, Stella c/ Buenos Aires s/ Daños"), lo cual no es un dato menor en el contexto desarrollado supra.

De todo lo dicho, infiero que el criterio de la C.S.J.N. terminará imponiéndose en el tema "intereses", por alguna de estas razones fundamentales: a) Porque cuando ni las partes ni la ley fijan la tasa para una determinada operación, el Código Civil (art. 622 -primer párrafo-) confiere al juez de la causa la facultad de fijarla; b) Porque la C.S.J.N. en principio ratificó lo anterior (en 1994 - "Banco Sudameris c/ Belcam") confiriendo la determinación de la tasa de interés a "la razonable discreción de los jueces de la causa" y mas adelante (en 2003 - "Blanco, Stella c/ Buenos Aires") fijó intereses a "tasa activa" y c) Porque cuando la S.C.B.A. opte entre tasa pasiva o activa, siguiendo el hilo conductor fijado por la C.S.J.N., tendrá dos alternativas: 1) Reconocer la independencia de los jueces de grado para fijar los intereses en los casos sometidos a su decisión (confirmando "Banco Sudameris c/ Belcam") ó 2) Imponer la tasa activa (adhiriendo a "Blanco, Stella c/ Buenos Aires"). Decía hasta abril/06, que en resumen, sea cual fuere la determinación de la Corte Provincial, seguramente quedaría en pié mi propuesta.

Despejando dudas al resolver en sentido coincidente con lo antes dicho, recientemente (19/04/06) en "Banco Comercial Finanzas SA (en liquidación BCRA) s/ Quiebra" (77434), la SCBA formó mayoría con el voto del Dr. Roncoroni, quien refiriéndose a quienes se niegan a la aplicación de tasa activa por verla como actualización monetaria solapada, dijo: "... El problema de este argumento es que conduce a rechazar todo interés como forma de indexación encubierta, y no sólo el de la tasa de descuento. Porque lo normal es que todos los intereses suban cuando hay inflación. El argumento entonces, no sirve para sustituir la tasa de descuento (tasa activa) con una tasa de plazo fijo (tasa pasiva), sino a rechazar cualquier tasa de interés. Recuérdese además, que también los precios aumentan, y eso no está prohibido por la ley de convertibilidad. Pues bien, el interés es el precio del dinero, es la cantidad que debo pagar para conseguir una suma ahora, y poder devolverla en algún momento futuro. Esas variaciones de precios, las de los automóviles, computadoras, tornillos o dinero, no están alcanzadas por la prohibición de indexar de la ley de convertibilidad. Y no están prohibidas porque no son indexación [...] Pero que el interés cubra y supere a la inflación no lo convierte en una indexación encubierta. No es entonces la tasa del interés, mas alta o mas baja, lo que puede merecer objeciones en base a la ley de convertibilidad. Ello, del mismo modo que no es el precio de un bien, mas bajo o mas alto, lo que puede ser contrario a esa ley. [...] Resumiendo entonces, la tasa activa o la tasa pasiva pueden subir o bajar, como cualquier otro precio y ello no viola la ley de convertibilidad. Tampoco niega esa ley que se haga remisión a una tasa variable, pues al contrario, lo admite expresamente ...". Tal argumentación mereció la adhesión del Dr. de Lázzari, quien agregó: "... esta Suprema Corte tiene resuelto de antiguo que la admisión de la tasa bancaria, y entre ella, la de los bancos oficiales, es una pauta de comodidad, de certeza, mas no obligatoria. Para la fijación juegan otros principios tan valiosos como la compensación que debe recibir el acreedor, el enriquecimiento sin causa, reglas de moral y buenas costumbres y valores implícitos en los arts. 953 y 954 del Código Civil, a todo lo cual no pueden permanecer ajenos los jueces (Ac. 21.175, sent. del 23-X-1975; Ac. 22.308, sent. del 22-III-1977). Menciono estos precedentes porque rescatan el marco de posibilidades con que cuentan los jueces para discernir la tasa. En este sentido, el art. 10 del dec. 941/1991 dispone: En oportunidad de determinar el monto de la condena el Juez podrá indicar la tasa de interés que regirá a partir del 1 de abril de 1991, de modo de mantener incólume el contenido económico de la sentencia. En definitiva, la fijación de intereses es un instrumento que no solamente no se encuentra alcanzado por la prohibición del art. 7 de la ley 23.928 sino que aparece como expresamente autorizado en el decreto referido, como arbitrio librado al criterio judicial ...". Para formar mayoría, como se dijo, estas reflexiones recibieron el apoyo de los Dres. Soria, Kogan y Dominguez, fijando nueva Doctrina Legal en torno al tema. En disidencia, (minoría) quedaron los Dres. Negri, Pettigiani, Hitters y Genoud, quienes sostuvieron la anterior doctrina de la SCBA ("Yabra c/ Municipalidad de Vicente Lopez" -47817 bis- del 21/11/96).

De no ser ello así, conforme la Doctrina Legal ya citada ("Banco Comercial Finanzas SA (en liquidación BCRA) s/ Quiebra" - 77434), tendremos que si el condenado incumple la sentencia se aplicarán intereses diferentes: Mientras el capital del dependiente/acreedor adiciona tan solo tasa PASIVA, los honorarios de su letrado sumarán tasa ACTIVA, lo cual es absurdo y desigual (art. 16 Constitución Nacional). 


A LA MISMA CUESTION: El Sr. Juez Dr. Noel dijo:


Adhiero al voto del Sr. Juez preopinante, salvo en la aplicación de la tasa de interés activa, ya que en diversas sentencias donde se trató el tema de la tasa de interés hasta el 31/12/2001 el suscripto adhirió a la doctrina legal fijada por la Suprema Corte Provincial en el tema tasa de interés que decía: "Cuando la indemnización es fijada con posterioridad al 31-III-91, los intereses moratorios sobrevinientes deben liquidarse sobre el capital con la tasa de interés que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días" SCBA. L.67.165 S.2/6/1998 Anad, Hugo c/ Eseba S.A. s/ Indemnización; SCBA. L.77.248 S.20-8-2003 Talavera, Severiano c/ Digitel SRL y otros s/ Daños y perjuicios.-


Posteriormente en sentencias donde debió tratarse el tema de la tasa de interés a aplicar luego del 1/1/2002, a raíz de los graves cambios económicos que se desarrollaron en nuestro país, el suscripto consideró que no existía aun doctrina legal sobre el tema (tasa de interés) y se expidió a favor de la aplicación de la tasa activa por las razones dadas en diversos pronunciamientos de este Tribunal tales como "Suarez Carlos Rubén c/ Albesa S.A. s/ Ind. por despido Exp. Nro.41.483".-


Teniendo presente que es doctrina legal de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires que: "Corresponde casar el pronunciamiento en cuanto establece una tasa de interés distinta a la establecida por la Suprema Corte en supuestos similares" SCBA L.64.692 S.30-6-1998 Bolla, Luis Heberto c/ Cristalerías Cattorini SAICF e I s/ Despido, etc.-


Por ello, atento que la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires se ha expedido recientemente sobre el tema tasa de interés a aplicar desde el 1/1/2002 en la causa L.87.190 caratulada: "Saucedo José c/ Herrera Luis F." (Publicado en Revista La Ley Buenos Aires mayo de 2005) diciendo: "... que debe aplicarse a los créditos reconocidos judicialmente la tasa de interés que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días vigente durante los distintos períodos de aplicación y hasta su efectivo pago....".- 


Que ello significa para el suscripto doctrina legal que debe ser acatada, por ello y dejando a salvo mi opinión personal, voto por aplicar al presente caso la tasa de interés pasiva.-


Así lo voto.-


A LA MISMA CUESTION: la Sra. Jueza Dra. Groisman dijo:


Indemnización por omisión entrega certificado de Servicios: En mi criterio, corresponde calcular la misma en base a la mejor remuneración acreditada, sin la incidencia del sueldo anual complementario (arg. Art. 80 L.C.T.).-


En lo demás adhiero al voto del Dr. Noel, dejando a salvo mi opinión sentada en el veredicto  Primera , Segunda y Tercera Cuestión.-


A LA SEGUNDA CUESTIÓN: El Sr. Juez Dr. Laguyás dijo:


Atento el resultado de la votación habida precedentemente y por los fundamentos legales allí referidos corresponde  por mayoría - hacer lugar parcialmente a la demanda incoada por OSCAR ROBERTO SADO, condenando solidariamente a EXPRESO DIAGONAL SRL, CELESTINA ZULEMA NAVARRO y OMAR ARMANDO MONTI  a pagarle la suma de PESOS CINCUENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS SESENTA CON SETENTA Y CUATRO CENTAVOS ($ 54.260.74), en concepto de los siguientes rubros admitidos: items 4.2.3, 4.2.4, 4.2.6 y 6.1.5 del CCT 40/89, SAC, vacaciones no gozadas, integrativo del mes de despido, indemnizaciones por preaviso y despido arbitrario e indemnizaciones agravadas según arts. 1 y 2 Ley 25.323, 80 LCT y 16 Ley 25561 y reparación por diferencias en el seguro de desempleo.


Costas a las demandadas solidariamente (arts. 19, 65 y ccds. Ley 11653 y art. 68 C.Pr.).-


Los intereses -por mayoría- son liquidados desde que cada suma es debida a la tasa que regula el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depositos a treinta días vigentes en los distintos períodos de aplicación, los que ascienden a la suma de $ 14.938,20 al 15-12-2006, totalizando la demanda en concepto de capital mas intereses la suma de PESOS SESENTA Y NUEVE MIL CIENTO NOVENTA Y OCHO CON NOVENTA Y CUATRO CENTAVOS ($ 69.198,94), sin perjuicio de calcular los intereses que correspondan por el período posterior al 15-12-2006  y hasta el momento de su efectivo pago.-


La suma condenada deberá ser depositada dentro de los diez días de notificada la presente en el Banco de la Provincia de Buenos Aires, a la orden del Tribunal y cuenta de autos.-


Considero justo regular los honorarios de los letrados de las partes del siguiente modo: Dra. M. A. B. en PESOS DOCE MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y SEIS con mas el I.V.A. y Dr. C. G. P. en PESOS OCHO MIL SETECIENTOS VEINTE de acuerdo a las etapas realizadas por cada letrado (arts. 14, 21, 22, 28 inc. f, 43, 51, 54 y ccds. ley 8904, arts. 85 y 86 ley 5827), a los que se adicionará el porcentaje del art. 14 ley 6716 (mod. por ley 8455). CPN. N. A. M. en PESOS DOS MIL CUATROCIENTOS VEINTE con mas el 5% de ley (arts. 175 y concds. 193 ley 10.620, arts. 27 y 33 ley 12.109).- Perito Caligrafo G. F. en PESOS DOS MIL CUATROCIENTOS VEINTE (art. 163 inc. 8vo. C.P.C.C. y 1627 Cod. Civil).-


Desestimar el reclamo en concepto de  horas extras (arts. 201 y ccds. LCT) y viático especial (item 4.1.13 del CCT 40/89) (arts. 499 Cod. Civil, 375 CPCC), con costas a la actora (art. 19, 65 y ccds. Ley 11653 y art. 68 C.Pr.).


A fin de la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes, se toma en consideración el monto reclamado, el que asciende a $ 4.661,16, regulando el honorario de Dra. M. A. B. en PESOS QUINIENTOS OCHENTA Y SIETE con mas el I.V.A. y Dr. C. G. P. en PESOS OCHOCIENTOS TREINTA Y NUEVE de acuerdo a las etapas realizadas por cada letrado (arts. 14, 21, 22, 28 inc. f, 43, 51, 54 y ccds. ley 8904, arts. 85 y 86 ley 5827), a los que se adicionará el porcentaje del art. 14 ley 6716 (mod. por ley 8455). CPN. N. A. M. en PESOS CIENTO SESENTA Y TRES con mas el 5% de ley (arts. 175 y concds. 193 ley 10.620, arts. 27 y 33 ley 12.109).- Perito Caligrafo G. F. en PESOS CIENTO SESENTA Y TRES (art. 163 inc. 8vo. C.P.C.C. y 1627 Cod. Civil).-


Intimar a la demandada para que dentro del plazo de diez días expida la Certificación de Servicios peticionada a fs. 14 vta pto. VIII, bajo apercibimiento de imponérsele una multa de CIEN PESOS ($ 100), sin perjuicio de que dicha suma sea reajustada oportunamente de acuerdo a las circunstancias del incumplimiento (arts. 80 R.C.T. y 666 bis Cod. Civil).-


A LA MISMA CUESTION: los Señores Jueces Dr. Noel y Dra. Groisman adhieren por sus fundamentos al voto precedente, votando con idéntico alcance.-


Con lo que terminó el Acuerdo firmando los Sres. Jueces por ante mi, Secretario Autorizante, doy fe.-

BELTRAN JORGE LAGUYAS
HUMBERTO OMAR NOEL
MARTA CECILIA GROISMAN

CERTIFICO: De acuerdo a lo dispuesto por el art. 59 ley 11.653, los Sres. Jueces se expidieron en las siguientes fechas: Dr. Laguyás: 07-12-2006, Dr. Noel: 12-12-2006 y Dra. Groisman: 14-12-2006 . Conste.-  DIEGO ARGUELLO  
AUXILIAR LETRADO

Sado c/ Expreso

Expte. Nro. 44.976

// del Plata,  21  de  Diciembre de 2006.-


AUTOS Y VISTOS: Atento el resultado de la votación habida precedentemente y por los fundamentos legales allí referidos, el Tribunal  por mayoría - RESUELVE: 

1.- Hacer lugar parcialmente a la demanda incoada por OSCAR ROBERTO SADO, condenando solidariamente a EXPRESO DIAGONAL SRL, CELESTINA ZULEMA NAVARRO y OMAR ARMANDO MONTI  a pagarle la suma de PESOS CINCUENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS SESENTA CON SETENTA Y CUATRO CENTAVOS ($ 54.260.74), en concepto de los siguientes rubros admitidos: items 4.2.3, 4.2.4, 4.2.6 y 6.1.5 del CCT 40/89, SAC, vacaciones no gozadas, integrativo del mes de despido, indemnizaciones por preaviso y despido arbitrario e indemnizaciones agravadas según arts. 1 y 2 Ley 25.323, 80 LCT y 16 Ley 25561 y reparación por diferencias en el seguro de desempleo.


2.- Costas a las demandadas solidariamente (arts. 19, 65 y ccds. Ley 11653 y art. 68 C.Pr.).-


3.- Los intereses -por mayoría- son liquidados desde que cada suma es debida a la tasa que regula el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depositos a treinta días vigentes en los distintos períodos de aplicación, los que ascienden a la suma de $ 14.938,20 al 15-12-2006, totalizando la demanda en concepto de capital mas intereses la suma de PESOS SESENTA Y NUEVE MIL CIENTO NOVENTA Y OCHO CON NOVENTA Y CUATRO CENTAVOS ($ 69.198,94), sin perjuicio de calcular los intereses que correspondan por el período posterior al 15-12-2006  y hasta el momento de su efectivo pago.-


La suma condenada deberá ser depositada dentro de los diez días de notificada la presente en el Banco de la Provincia de Buenos Aires, a la orden del Tribunal y cuenta de autos.-


4.- Regular los honorarios de los letrados de las partes del siguiente modo: Dra. M. A. B. en PESOS DOCE MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y SEIS con mas el I.V.A. y Dr. C. G. P. en PESOS OCHO MIL SETECIENTOS VEINTE de acuerdo a las etapas realizadas por cada letrado (arts. 14, 21, 22, 28 inc. f, 43, 51, 54 y ccds. ley 8904, arts. 85 y 86 ley 5827), a los que se adicionará el porcentaje del art. 14 ley 6716 (mod. por ley 8455). CPN. N. A. M. en PESOS DOS MIL CUATROCIENTOS VEINTE con mas el 5% de ley (arts. 175 y concds. 193 ley 10.620, arts. 27 y 33 ley 12.109).- Perito Caligrafo G. F. en PESOS DOS MIL CUATROCIENTOS VEINTE (art. 163 inc. 8vo. C.P.C.C. y 1627 Cod. Civil).-


5.- Desestimar el reclamo en concepto de  horas extras (arts. 201 y ccds. LCT) y viático especial (item 4.1.13 del CCT 40/89) (arts. 499 Cod. Civil, 375 CPCC), con costas a la actora (art. 19, 65 y ccds. Ley 11653 y art. 68 C.Pr.).


6.- A fin de la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes, se toma en consideración el monto reclamado, el que asciende a $ 4.661,16, regulando el honorario de Dra. M. A. B. en PESOS QUINIENTOS OCHENTA Y SIETE con mas el I.V.A. y Dr. C. G. P. en PESOS OCHOCIENTOS TREINTA Y NUEVE de acuerdo a las etapas realizadas por cada letrado (arts. 14, 21, 22, 28 inc. f, 43, 51, 54 y ccds. ley 8904, arts. 85 y 86 ley 5827), a los que se adicionará el porcentaje del art. 14 ley 6716 (mod. por ley 8455). CPN. N. A. M. en PESOS CIENTO SESENTA Y TRES con mas el 5% de ley (arts. 175 y concds. 193 ley 10.620, arts. 27 y 33 ley 12.109).- Perito Caligrafo G. F. en PESOS CIENTO SESENTA Y TRES (art. 163 inc. 8vo. C.P.C.C. y 1627 Cod. Civil).-


7.- Intimar a la demandada para que dentro del plazo de diez días expida la Certificación de Servicios peticionada a fs. 14 vta pto. VIII, bajo apercibimiento de imponérsele una multa de CIEN PESOS ($ 100), sin perjuicio de que dicha suma sea reajustada oportunamente de acuerdo a las circunstancias del incumplimiento (arts. 80 R.C.T. y 666 bis Cod. Civil).-


8.- Regístrese.- Practíquese liquidación por Secretaría. Notifíquese. Oportunamente ARCHIVESE.-

BELTRAN JORGE LAGUYAS
HUMBERTO OMAR NOEL
MARTA CECILIA GROISMAN

DIEGO ARGUELLO AUXILIAR LETRADO

